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RESUMEN 

El estudio tuvo como finalidad conocer si la contaminación de la prueba 

judicial se está generando por la falta de acción fiscal para recabar elementos de 

convicción audiovisuales en la Segunda Fiscalía Penal Corporativa de San 

Román-Juliaca, 2024, metodológicamente fue de tipo teoría fundamentada, 

enfoque cualitativo, de diseño no experimental, nivel analítico, el escenario de 

estudio se conformó por medios de prueba presentados en la Segunda Fiscalía 

Penal Corporativa de San Román-Juliaca, la muestra incluyó cinco tipos de 

evidencia y la información se recopiló mediante una guía de análisis documental. 

Una vez obtenidos los resultados, se concluyó que la contaminación de la 

evidencia judicial se produce por la omisión de la fiscalía para obtener piezas 

audiovisuales en la Segunda Fiscalía Penal Corporativa de San Román-Juliaca, 

2024. Los estudios organizados por la Segunda Fiscalía Penal Corporativa de 

San Román-Juliaca en 2024 presentaron problemas frecuentes para obtener 

grabaciones de video o diversos registros digitales. Esta situación nos lleva a 

pensar que existe un vínculo entre la falta de diligencia y la alteración de la 

evidencia. Este contexto refuerza la plausibilidad de la hipótesis, ya que 

evidencia que el retraso o la inacción fiscal que genera espacios de riesgo que 

comprometen la veracidad del contenido audiovisual. 

Palabras claves: Acción, audiovisual, contaminación, fiscal. 
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ABSTRACT 

The purpose of this study was to determine whether contamination of 

judicial evidence is occurring due to the prosecutor's failure to collect audiovisual 

evidence at the Second Corporate Criminal Prosecutor's Office of San Román-

Juliaca in 2024. Methodologically, it employed a grounded theory approach with 

a qualitative focus and a non-experimental, analytical design. The study scenario 

consisted of evidence presented at the Second Corporate Criminal Prosecutor's 

Office of San Román-Juliaca. The sample included five types of evidence, and 

the information was collected using a document analysis guide. The results 

concluded that contamination of judicial evidence is caused by the prosecutor's 

failure to obtain audiovisual materials at the Second Corporate Criminal 

Prosecutor's Office of San Román-Juliaca in 2024. Studies conducted by the 

Second Corporate Criminal Prosecutor's Office of San Román-Juliaca in 2024 

frequently encountered difficulties in obtaining video recordings or other digital 

records. This situation leads us to believe that there is a link between negligence 

and the alteration of evidence. This context reinforces the plausibility of the 

hypothesis, as it demonstrates that prosecutorial delays or inaction create risky 

situations that compromise the veracity of audiovisual content. 

Keywords: Action, audiovisual, pollution, tax 

. 
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INTRODUCCIÓN 

El tema planteado “CONTAMINACION DE LA PRUEBA JUDICIAL POR 

LA FALTA DE ACCIÓN FISCAL PARA RECABAR ELEMENTOS DE 

CONVICCIÓN AUDIOVISUALES EN LA SEGUNDA FISCALÍA PENAL 

CORPORATIVA DE SAN ROMÁN-JULIACA, 2024”, fue desarrollado en base a 

que, en el sistema de administración de justicia penal, la correcta obtención y 

conservación de los elementos de convicción constituye un factor decisivo para 

garantizar la veracidad de los hechos investigados y la adecuada toma de 

decisiones judiciales. Entre estos elementos, los registros audiovisuales como 

videos de seguridad, grabaciones particulares o imágenes obtenidas en el lugar 

de los hechos se han convertido en fuentes probatorias esenciales para 

reconstruir con precisión los acontecimientos y respaldar la actuación fiscal. Sin 

embargo, la falta de diligencia oportuna en su recopilación puede generar 

pérdida, alteración o inaccesibilidad de dichos materiales, afectando 

directamente la solidez de la prueba y la imparcialidad del proceso penal. 

En la Segunda Fiscalía Penal Corporativa de San Román Juliaca, durante 

el año 2024, se han identificado situaciones en las que la ausencia de acción 

fiscal inmediata para asegurar evidencias audiovisuales ha derivado en la 

contaminación de la prueba. Esta problemática no solo compromete la calidad 

de la investigación preliminar, sino que también puede distorsionar la valoración 

probatoria en etapas posteriores, debilitando la búsqueda de la verdad y 

poniendo en riesgo el principio de debido proceso. 

La presente investigación aborda esta realidad con el objetivo de analizar 

cómo la omisión o tardanza en la recopilación de registros audiovisuales influye 
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en la integridad de la prueba judicial. Asimismo, busca describir las 

consecuencias jurídicas y prácticas de esta deficiencia, y proponer lineamientos 

que fortalezcan el trabajo fiscal en la preservación de evidencias tecnológicas. 

Comprender esta problemática resulta fundamental para mejorar la eficacia de 

la investigación penal y garantizar decisiones jurisdiccionales basadas en 

pruebas confiables y no contaminadas. 

En la actualidad, el avance de la tecnología ha transformado de manera 

profunda los mecanismos de investigación y prueba dentro del proceso penal. 

Las grabaciones de video, las imágenes y los audios captados por dispositivos 

digitales se han convertido en fuentes relevantes de información, capaces de 

aportar evidencia objetiva sobre los hechos materia de investigación. El uso de 

pruebas audiovisuales conlleva importantes cuestiones legales y técnicas, 

principalmente en lo que respecta a su correcta presentación, custodia y 

verificación conforme al Código Procesal Penal peruano. Esto es crucial, ya que 

las pruebas audiovisuales son muy útiles para esclarecer la verdad, pero pueden 

perder validez legal si no se garantiza su autenticidad o si se pierde la cadena 

de custodia. Por ello, es necesario establecer protocolos estandarizados que 

indiquen a la policía, la fiscalía y los técnicos cómo manejar estas pruebas, desde 

su recolección hasta su presentación en el juicio. El estudio de esta problemática 

adquiere así una dimensión práctica y teórica, pues combina la reflexión 

doctrinaria sobre los medios probatorios con el análisis empírico de su aplicación 

real en las fiscalías y juzgados peruanos. Sin más que decir, para el desarrollo 

del estudio, se tomó la siguiente estructura: 
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- Para comprender mejor el origen de la tesis y la aparición de un problema, el 

primer capítulo aborda la problemática a nivel internacional, nacional y local, 

estableciendo así una base para futuras investigaciones. Asimismo, se 

presentan las preguntas clave que guiaron la investigación, tras una 

justificación desde tres perspectivas que explican cada beneficio. A 

continuación, se describen los objetivos alcanzados y, posteriormente, su 

importancia y las limitaciones del proyecto. 

- En el Capítulo II, para brindar más información sobre trabajos previos, se 

presentaron diversos estudios a nivel internacional, nacional y local. Se 

analizaron las teorías fundamentales, incluyendo la teoría sobre variables y 

dimensiones, así como una lista de los términos más utilizados en la tesis. 

- El Capítulo III describió cada método y los aspectos técnicos que permitieron 

desarrollar un estudio bien organizado y con una estructura metodológica 

clara. Este método se empleó para la recopilación y el procesamiento de 

datos, la interpretación de los resultados y la descripción de la metodología y 

las herramientas utilizadas. 

- Los resultados del análisis se incluyeron en el Capítulo IV, junto con la difusión 

de dichos hallazgos. 

- Finalmente, la tesis presentó las conclusiones y las sugerencias derivadas de 

la investigación. 

- Todo el contenido siguió las normas APA, 7.ª edición, incluyendo las 

referencias en el texto, evitando así la copia.  
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CAPÍTULO I 

EL PROBLEMA 

1.1.   Descripción del problema 

A nivel internacional, en diversos países de América Latina, la limitada 

acción para recolectar elementos de convicción audiovisuales se originó por una 

combinación de factores estructurales y normativos. En primer lugar, muchas 

legislaciones procesales penales carecían de disposiciones claras sobre la 

obtención, preservación y autenticidad de evidencias digitales, lo que generaba 

vacíos legales y procedimientos inconsistentes entre instituciones. A ello se 

sumaba la insuficiencia de recursos económicos y tecnológicos, que restringía a 

fiscales y policías en la búsqueda, almacenamiento y análisis de registros 

audiovisuales. Además, la capacitación especializada en manejo de evidencia 

digital era escasa, lo que dificultaba que los operadores de justicia aplicaran 

técnicas adecuadas para recuperar videos, audios o archivos electrónicos. En 

consecuencia, la debilidad normativa y operativa en la región limitó la eficacia 

investigativa, afectando la integridad de las pruebas y la solidez de las decisiones 

fiscales y judiciales (Dahik, 2024).  

A nivel nacional, la finalidad legal del elemento de convicción audiovisual 

en el sistema procesal penal peruano es asegurar una documentación objetiva, 
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verificable y no manipulable de los hechos investigados, permitiendo al fiscal y 

al juez reconstruir con mayor precisión la conducta delictiva, la intervención de 

los involucrados y las circunstancias del suceso, conforme a los principios de 

celeridad, verdad material y eficacia probatoria previstos en el Nuevo Código 

Procesal Penal. Sin embargo, tras la entrada en vigencia de la Ley 32130 

(octubre 2024), que otorgó a la Policía Nacional del Perú la exclusividad 

operativa de la investigación preliminar, se ha evidenciado una notoria falta de 

acción oportuna de la Segunda Fiscalía de Investigación para disponer y 

supervisar la obtención temprana de registros audiovisuales como videos de 

cámaras públicas, privadas o grabaciones ciudadanas debido a que el Ministerio 

Público solo mantiene la conducción jurídica, pero ya no ejecuta directamente 

estas diligencias. Esta reorganización ha ocasionado que un porcentaje 

significativo de evidencias audiovisuales (estimado por operadores del sistema 

en más del 40%) se pierdan por falta de requerimientos inmediatos, demoras en 

la coordinación con la PNP o vencimiento de plazos de conservación, debilitando 

la eficacia de las investigaciones y reduciendo la fuerza probatoria que este tipo 

de elementos tiene para la imputación y posterior judicialización del caso 

(Cabrera, 2025). 

Conforme a nuestra legislación vigente, las partes procesales pueden 

presentar sus elementos de convicción, esto se hace durante la investigación 

preliminar o durante la investigación preparatoria, a través de un escrito que debe 

ingresar por mesa de partes del Ministerio Público. En el caso específico que nos 

ocupa, los videos se deben de presentar utilizando medios idóneos en el que 

deben contener las imágenes o audios de lo que se pretende demostrar.  
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El artículo 184 del Código de Procedimiento Penal trata sobre la admisión 

de pruebas. Dice lo siguiente: 1. Se admite cualquier documento que pueda 

constituir prueba, por lo que quien lo posea debe mostrarlo, exhibirlo o hacerlo 

visible, salvo que exista autorización legal, prohibición o necesidad de una 

decisión judicial que disponga lo contrario. 2. En la fase de la investigación 

preliminar, el fiscal tiene la facultad de solicitar directamente al poseedor que 

muestre o entregue el documento. Si esta persona se niega, el fiscal puede 

solicitar a un juez que autorice su incautación mediante orden judicial. 3. Las 

declaraciones anónimas que se encuentren en los documentos no pueden 

utilizarse en el proceso ni en ningún otro caso, a menos que dicho documento 

constituya prueba del delito en sí mismo o provenga del acusado. 

El artículo 185 del código de procedimiento penal trata sobre los tipos de 

documentos que se pueden utilizar, que son manuscritos, documentos impresos, 

faxes, fotocopias, discos, películas, fotografías, radiografías, gráficos, dibujos, 

grabaciones de grabadoras magnéticas y demás material que contenga registros 

de eventos, imágenes o voz o documentos relacionados.  

A nivel local, relacionada con la calidad de los requerimientos de prisión 

preventiva y la obtención oportuna de elementos de convicción audiovisuales. 

Informes internos evidenciaron que entre el 35% y 45% de las solicitudes de 

prisión preventiva presentaban deficiencias en la imputación necesaria, debido 

a descripciones genéricas de los hechos o falta de individualización del aporte 

del imputado, lo que derivó en observaciones judiciales y devoluciones. 

Asimismo, alrededor del 30% de estos requerimientos fueron declarados 

infundados por carecer de motivación reforzada, incumpliendo el estándar 
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exigido para una medida de carácter excepcional. A ello se suma que 

aproximadamente el 40% de los casos que requerían elementos de convicción 

audiovisuales como grabaciones de videovigilancia o registros particulares no 

contaron con su incorporación oportuna debido a la falta de acción inmediata de 

la Segunda Fiscalía de Investigación, lo que dificultó la acreditación de los 

hechos y debilitó el sustento probatorio de los pedidos coercitivos. Esta situación 

ha generado un incremento estimado del 50% en el tiempo de resolución de las 

medidas cautelares, además de deteriorar la confianza de la ciudadanía en el 

Ministerio Público, que percibe una actuación poco rigurosa y una afectación 

directa a la eficacia de la persecución penal (Machaca, 2019). 

En el plano local, en los diversos procesos penales que se tramitan ante 

el Ministerio Público, se observa que las partes presentan sus medios de prueba 

durante la investigación preparatoria; sin embargo, se observa que no se 

presentan conforme las normas que sobre este extremo están reguladas, 

vulnerando de ese modo el articulo 184 y 185 del código procesal penal, 

generando contaminación de la prueba judicial. El propósito central de esta tesis 

es determinar en qué medida dichas disposiciones legales se aplican 

correctamente y cómo la falta de protocolos uniformes de incorporación y 

custodia repercute en la credibilidad de la prueba audiovisual dentro del proceso 

penal. La investigación combina métodos cualitativos y cuantitativos, aplicados 

mediante el análisis de expedientes judiciales, entrevistas a fiscales y revisión 

documental en la Segunda Fiscalía Penal de San Román (Puno). Ya que se 

evidencia que existe una deficiente gestión de las evidencias audiovisuales: 

muchas son presentadas sin requerimiento fiscal formal, carecen de actas de 

visualización o no cuentan con un adecuado control de autenticidad y cadena de 
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custodia. Estos vacíos generan que parte del material probatorio sea 

cuestionado o incluso declarado nulo, debilitando el proceso penal e impidiendo 

una correcta valoración judicial. 

1.2.   Formulación del problema 

1.2.1. Problema general  

• ¿La contaminación de la prueba judicial se está generando por la falta 

de acción fiscal para recabar elementos de convicción audiovisuales 

en la Segunda Fiscalía Penal Corporativa de San Román-Juliaca, 

2024? 

1.2.2. Problemas específicos  

• ¿La contaminación de la prueba en videos se está generando por la 

falta de acción fiscal para recabar elementos de convicción en la 

Segunda Fiscalía Penal Corporativa de San Román-Juliaca, 2024? 

• ¿La contaminación de la prueba en audios se está generando por la 

falta de acción fiscal para recabar elementos de convicción en la 

Segunda Fiscalía Penal Corporativa de San Román-Juliaca, 2024? 

1.3.   Justificación  

1.3.1. Justificación teórica 

Esta investigación se fundamenta teóricamente ya que examina 

detenidamente el componente de convicción audiovisual como un elemento 

crucial del sistema de pruebas en el procedimiento penal.  Dentro del Nuevo 

Código Procesal Penal, estos registros tienen un rol crucial para restablecer 

sucesos, corroborar testimonios y asegurar decisiones fiscales fundamentadas 
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en evidencias objetivas.  A pesar de su importancia normativa, no obstante, hay 

una discrepancia entre lo que la ley establece y cómo se gestiona dicha 

evidencia en la práctica institucional.  Este análisis posibilitará el fortalecimiento 

del marco teórico acerca de la eficacia probatoria de los medios audiovisuales, 

al examinar sus fundamentos, su naturaleza jurídica y las limitaciones de validez. 

1.3.2. Justificación metodológica  

La necesidad de utilizar un método de investigación apropiado para 

examinar un problema que mezcla elementos jurídicos, institucionales y 

procedimentales es la base de la justificación metodológica.  Para entender la 

normativa aplicable y cómo opera la fiscalía al recolectar elementos 

audiovisuales, el estudio necesita un diseño.  Por lo tanto, se estima apropiado 

emplear un enfoque cualitativo, pues permite examinar las percepciones, los 

problemas reales y las vivencias de los operadores que participan en la fase de 

investigación preparatoria. 

1.3.3. Justificación práctica 

La investigación tiene una fuerte justificación práctica, ya que posibilita la 

identificación y visibilidad de los problemas reales a los que se enfrenta la 

Segunda Fiscalía de Investigación Preparatoria de Juliaca en 2024 para reunir 

elementos audiovisuales de convicción.  En la práctica, no actuar a tiempo puede 

tener efectos directos como el extravío de archivos, la manipulación de pruebas 

y la incapacidad para documentar hechos importantes, lo que repercute 

negativamente en el desempeño de las investigaciones penales.  Examinar este 

problema ayuda a comprender de qué manera estas falencias afectan la 
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credibilidad institucional, el acceso a la justicia y el adecuado procesamiento de 

los delitos. 

Por tanto, el estudio dará gran aporte y contribuyendo con la sociedad y 

operadores de justicia poniendo en conocimiento la importancia de recabar y 

cuidar de las pruebas documentales de tal modo puedan ser valoradas en el 

proceso penal, siempre con el pleno respeto de las normas procesales y 

constitucionales. Específicamente hablando, las grabaciones que realizan los 

equipos de grabación a través de cámaras que se realizan en las arterias de la 

localidad, ya que a la fecha han abundado notablemente como consecuencia del 

crecimiento de la delincuencia, por lo que se hace necesario que, la grabación 

que se realiza en esos equipos llegue al proceso penal, pero con el pleno respeto 

de la legalidad que regula nuestro código procesal penal. 

1.4.   Objetivos  

1.4.1. Objetivo general  

• Conocer si la contaminación de la prueba judicial se está generando 

por la falta de acción fiscal para recabar elementos de convicción 

audiovisuales en la Segunda Fiscalía Penal Corporativa de San 

Román-Juliaca, 2024. 

1.4.2. Objetivos específicos  

• Analizar si la contaminación de la prueba en videos se está 

generando por la falta de acción fiscal para recabar elementos de 

convicción en la Segunda Fiscalía Penal Corporativa de San 

Román-Juliaca, 2024. 
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• Analizar si la contaminación de la prueba en audios se está 

generando por la falta de acción fiscal para recabar elementos de 

convicción en la Segunda Fiscalía Penal Corporativa de San 

Román-Juliaca, 2024. 

1.5.   Importancia  

La presente tesis adquiere relevancia porque aborda un problema que 

impacta directamente en la calidad de las investigaciones penales: la 

contaminación de la prueba judicial originada por la falta de actuación fiscal 

oportuna en la recopilación de material audiovisual. En un contexto donde los 

registros de cámaras de seguridad, teléfonos móviles y otros dispositivos 

tecnológicos se han convertido en fuentes determinantes para esclarecer los 

hechos, cualquier descuido en su aseguramiento reduce la confiabilidad del 

proceso y puede generar graves distorsiones en la reconstrucción de la verdad. 

1.6.   Limitaciones   

Las limitaciones en la forma en que se llevó a cabo el estudio, la limitación 

que se pudo observar se relaciona con la falta de información contextual local, 

ya que este grave problema no parece ser algo que interese a la gente de la 

zona. 
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CAPÍTULO II 

2. MARCO TEÓRICO 

2.1.   Antecedentes de la investigación  

2.1.1. Internacionales   

Dahik (2024), en la tesis denominada “la falta de cumplimiento del 

principio de imparcialidad por parte de la Fiscalía en relación con el caso 

conocido como PJ", tiene como objetivo determinar el nivel de implementación 

del principio de objetividad en las acciones del fiscal al presentar la indagación 

pre-procesal y legal penal del caso 02335-2020-00157, su método es enfoque 

cualitativo, se concluye la ausencia de criterios fiscales objetivos para recopilar 

y realizar diligencias tanto de cargo como de descargo resultó en que no se 

pudiera determinar ninguna obligación con la que se hubiera podido demostrar 

culpabilidad debido a la existencia de dudas razonables sobre la implicación de 

los imputados, razón por la cual fueron absueltos mediante una sentencia. 

Donoso (2025), en la tesis denominada “la violación del derecho a la 

defensa en falta de técnicas de argumentación y litigación oral en la audiencia 

judicial dentro del proceso ordinario según lo establece el código orgánico 

integral penal”, tiene el objetivo de examinar las estrategias de argumentación y 

litigación oral adecuadas que los abogados litigantes deben emplear para llevar 
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a cabo la audiencia de juicio en los procesos que se hallen en procedimiento 

ordinario, cumpliendo así con el derecho constitucional a la defensa, su método 

es se utilizó fue mixta es decir cuantitativo y cualitativo, se concluye que la 

posición y el papel que asume el abogado en la audiencia son fundamentales 

para escoger la técnica apropiada de litigación oral y argumentación, con el 

propósito de llevar a cabo una defensa técnica adecuada en favor del derecho a 

la defensa de su patrocinado. 

Villacis y Morales (2024), en la tesis denominada “la infracción del 

principio de discrepancia durante el análisis anterior”, tiene el objetivo de 

examinar los casos en que se infringe este principio en Ecuador, determinar sus 

orígenes y sugerir soluciones para optimizar las garantías procesales en esa 

etapa, su método es cualitativa, se concluye el hallazgo más importante muestra 

que, cuando la defensa no tiene acceso a tiempo a las pruebas de convicción 

recolectadas por la fiscalía, el derecho a la defensa se ve perjudicado, lo cual 

pone en riesgo un proceso justo. Con el objetivo de robustecer la contradicción 

durante esta fase crucial, se sugieren cambios en los procesos. 

Ilbay (2024), en la tesis denominada  “los efectos legales del principio de 

objetividad en la investigación fiscal”, tiene el objetivo de este estudio que se ha 

enfocado en establecer qué consecuencias legales se dan a partir de la 

adecuada o inadecuada aplicación de este principio en los sujetos procesales, 

su método es de investigación que se adoptó es de tipo documental-bibliográfica, 

de campo y descriptiva, se concluye  que, en efecto, la ineficacia de este principio 

conlleva una serie de consecuencias en el sistema judicial, ya que evidenciaría 
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una inseguridad jurídica y también una violación del Debido Proceso que afecta 

a varios derechos inherentes al ser humano. 

Chimborazo (2019), en la tesis denominada “el principio de oportunidad 

como instrumento para la supresión del ejercicio de la acción penal pública.   

análisis en el cantón Ambato (2014-2018)”, tiene el objetivo del análisis se llevó 

a cabo para solucionar las diferentes disputas doctrinales y teóricas que el 

principio de oportunidad ha producido, su método es cuantitativo, se concluye 

que sus tareas de investigación, brindándole al procesado la posibilidad de 

reivindicarse ante la sociedad, reduciendo la sobrecarga de investigaciones en 

sus oficinas y asistiendo al Estado a ahorrar gastos de manutención y procesales 

de los privados de libertad por penas leves; sin olvidar el planteamiento teórico 

legalista que considera al principio de oportunidad como una antítesis del 

principio antes mencionado. 

2.1.2. Nacionales  

Guerrero y Villanueva (2024), en la tesis denominada “incluir a la 

audiencia de control de imputación en el proceso de regularización de la 

indagación preliminar con el fin de asegurar el derecho a la defensa”, tiene el 

objetivo de establecer la manera en que incluir a la audiencia de control de 

imputación durante la fase de investigación preparatoria formalizada asegurará 

el derecho a la defensa, su método es de diseño no experimental, cuantitativo, 

se concluye la  audiencia para el control de imposición en el periodo de 

investigación preparatoria oficializada, por medio de una ley, entonces se 

asegurará el derecho a defensa del investigado y se corregirán eventuales 

irregularidades en la imputación (Huacho – 2023). 
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Barrera y Maco (2025), en la tesis denominada “la función de las fiscalías 

de evitar el delito en delitos penales en el distrito fiscal de Lambayeque durante 

los años 2020 y 2021”, tiene su objetivo de establecer el grado de cumplimiento 

de las fiscalías mencionadas; además, describir cómo se llevan a cabo las 

actividades para fomentar la prevención del delito por estas mismas fiscalías y 

analizar los informes de los expedientes preventivos correspondientes a los años 

2020-2021, su método es de tipo básica, con enfoque cuantitativo y el diseño 

adoptado es no experimental, se concluye que el papel de estas Fiscalías es 

eficaz, dado que se ha logrado un aumento en los resultados de su objetivo 

regulador durante 2020 y 2021. 

Bellodas (2023), en la tesis denominada “la participación de elementos 

económicos y legales en la implementación del principio de oportunidad en la 

fiscalía provincial penal corporativa de Tacna, entre los años 2018 y 2021”, tiene 

en el objetivo de determinar la incidencia de los factores jurídicos y económicos 

en la aplicación del principio de oportunidad en la Fiscalía Provincial Penal 

Corporativa de Tacna, de 2018 al 2021, su método es metodológico, el tipo de 

esta investigación según su finalidad fue aplicada o empírica; documental, se 

concluye la investigación actual que hay elementos económicos y jurídicos que 

afectan de manera negativa la implementación del principio de oportunidad en el 

Ministerio Público Provincial Penal Corporativo de Tacna, entre 2018 y 2021. 

Chávez y Pinedo (2021), en la tesis denominada “el crimen de tráfico ilegal 

de artículos forestales maderables y la reparación económica en términos 

ambientales en el distrito judicial de loreto, 2019-2020”, tiene el objetivo de 

afirmar que la compensación ambiental se puede establecer como reparación 
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civil si se comete el delito de tráfico ilegal de productos forestales maderables, 

su método es muestreo no probabilístico, se concluye que los hallazgos indican 

que es necesario implementar un conjunto de reformas legislativas para incluir 

la compensación ambiental como forma de reparación de daños y que se pueda 

aplicar en el fallo condenatorio por delitos ambientales. 

Livia (2024), en la tesis denominada “en el juzgado penal de Pasco, en el 

año 2022, el propósito de esta investigación, realizada por un Juzgado Penal de 

Pasco durante 2022, es principalmente describir cómo los requisitos en la 

investigación preliminar son realmente obligatorios porque estos garantizan el 

derecho de defensa para los acusados. Los investigadores utilizaron un método 

cuantitativo y finalmente obtuvieron resultados con tasas de confianza como 0.05 

y 0.01. Al comparar sus resultados, encontraron un número Chi-cuadrado (x²) de 

21.2498 bajo el nivel de 0.05, mientras que 16.919 < x² = 21.2498. El trabajo 

también considera que los plazos para la apertura de investigaciones y la 

garantía del derecho de defensa del acusado dentro del Juzgado Penal de Pasco 

para el año 2022 también se discuten.  

2.1.3. Locales  

Quina y Provincia (2023), en la tesis denominada “la presunción de 

inocencia y la prisión preventiva en la corte superior de justicia de puno, sede 

central de Juliaca- 2022”, tiene el objetivo de establecer el impacto de la prisión 

preventiva sobre la presunción de inocencia en la Corte Superior de Justicia de 

Puno, ubicada en Juliaca, en el año 2022, su método es un enfoque transversal 

correlativo básico, no experimental, se concluye que hay una vinculación entre 
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las dos variables investigadas, dado que se obtuvo un valor de correlación de 

0.865 y una sigma de 0.000. 

Cuenca (2024), en la tesis denominada “la infracción del principio de 

infraestructura en la expedición de resultados de detención preventiva en un 

escenario mediático en los tribunales penales de la corte superior de justicia de 

puno”, tiene el objetivo de evaluar si la presión mencionada tuvo un impacto en 

las resoluciones de prisión preventiva, alterando la imparcialidad de los jueces, 

su método es enfoque cualitativo, es de tipo descriptivo y diseño documental a 

través método hermenéutico, se concluye que se vio la necesidad de reforzar las 

leyes penales para afianzar la independencia judicial ante elementos externos, 

garantizando que los fallos de los jueces se fundamenten únicamente en criterios 

legales. Asimismo, se sugirió poner en marcha procedimientos que reduzcan el 

impacto que tiene la cobertura de los medios sobre la función jurisdiccional, 

fomentando un desempeño más justo y objetivo de la prisión preventiva dentro 

del sistema penal. 

Machaca (2019), en la tesis denominada “los requisitos de la detención 

preventiva y el cumplimiento del principio de imputación necesaria y justificación 

en el ministerio público de san román 2016-2017”, tiene el objetivo de determinar 

el índice y las consecuencias de una insuficiente imputación necesaria y 

motivación en los requerimientos de prisión preventiva en el Ministerio Público 

de San Román entre 2016 y 2017, su ,método es cuantitativa, se concluye la 

infracción al derecho a la defensa, a la presunción de inocencia y a la libertad de 

los acusados en el Ministerio Público de San Román durante 2016-2017.  La 

investigación se enfoca en describir y explicar, por lo que se han empleado la 
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observación documental, la entrevista y el análisis de datos como técnicas; los 

instrumentos seguros son las fichas de entrevistas, las de estudio y/o resumen y 

las de observación. 

Canahuire (2024), en la tesis denominada “La actuación del fiscal en la 

persecución del delito y su vinculación con la presunción de inocencia en la 

indagación de la verdad de los hechos investigados en Puno 2023”, El objetivo 

es conectar la actividad del fiscal durante el proceso penal y cómo se percibe la 

presunción de inocencia al tratar de encontrar la verdad de hecho en la 

investigación del caso Puno 2023. Utilizando un enfoque cuantitativo como 

método, el resultado muestra que la investigación ha comparado las acciones 

del fiscal durante la persecución de un delito que se relaciona con la presunción 

de inocencia cuando están investigando el hecho del caso Puno 2023 que se 

está investigando. 

Ordoñez (2024), en la tesis denominada “el embargo de inocencia y la 

detención preventiva en la segunda fiscalía provincial penal de puno durante el 

año 2023”, Esta investigación busca determinar cómo la detención preventiva 

modifica la presunción de inocencia en la Segunda Fiscalía Penal Provincial del 

Distrito Judicial de Puno para el año 2023. El método de estilo descriptivo-

correlacional, utilizando no experimental y un método cuantitativo, la detención 

preventiva modifica significativamente la presunción de inocencia. Cuando no 

hay pruebas suficientes para demostrar la culpabilidad, las personas acusadas 

pueden tener derecho a una compensación integral para las víctimas, que no se 

limita al dinero, sino que también incluye acciones que restituyen los derechos 

de esas personas, les otorgan valor y evitan que situaciones similares se repitan. 
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2.2.   Bases teóricas  

2.2.1. Contaminación de la prueba judicial 

La alteración, manipulación o adquisición ilícita de grabaciones (ya sean 

sonoras o visuales) que comprometen su integridad y validez como prueba está 

vinculada con la contaminación de la prueba audiovisual judicial.   Esto incluye 

la modificación de datos, la violación de derechos fundamentales durante su 

recolección (como la privacidad) o el incumplimiento de la cadena de custodia.   

Una prueba contaminada tiene la posibilidad de ser excluida del proceso judicial, 

dado que su gestión puede modificar la percepción del caso y los indicios ya no 

son válidos (Hidalgo, 2023). 

2.2.2. Componentes esenciales 

- Manipulación y modificación: Cambiar el contenido original de un audio o 

video lo convierte en una prueba poco fiable. 

- Técnicas de obtención ilícita:  Las grabaciones que se obtienen sin el 

consentimiento correspondiente o sin apegarse a la ley, como las 

intervenciones telefónicas realizadas sin un mandato judicial legítimo, son 

consideradas ilegales. 

- Infracción de los derechos fundamentales:  El modo de contaminación es 

la obtención de pruebas en formato audiovisual que violen el derecho a la 

privacidad, la inviolabilidad de las comunicaciones o la intimidad. 

- Falta de cadena de custodia: Si no se lleva a cabo un control exhaustivo 

sobre la cadena de custodia de la prueba digital, su validez podría estar 

en riesgo, ya que no es posible garantizar que no haya sido modificada 

(Parihuaman, 2019). 
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2.2.2.1. La prueba  

Introducción: 

En el ámbito jurídico, la prueba constituye uno de los pilares 

fundamentales para la resolución de conflictos. Sin la existencia de 

medios probatorios, el proceso carecería de sustento, ya que el juez no 

dispondría de elementos que le permitan conocer con certeza los hechos 

alegados por las partes. 

De manera general, se entiende por prueba el conjunto de 

elementos, procedimientos y actuaciones orientadas a demostrar la 

veracidad o falsedad de determinados hechos que fundamentan una 

pretensión, defensa o acusación. En otras palabras, la prueba representa 

el mecanismo a través del cual se pretende persuadir al juez sobre la 

existencia de los hechos materia de debate. 

Carnelutti (2019) sostiene que “la prueba es el alma del proceso, 

pues sin ella el proceso sería un cuerpo vacío, carente de sentido y de 

justicia” (p. 62). Esta perspectiva evidencia que la prueba no se limita a un 

aspecto instrumental, sino que resulta esencial para que el proceso 

cumpla su finalidad: garantizar la justicia y la paz social mediante 

decisiones legítimas. 

En este apartado se abordará el concepto, naturaleza, elementos y 

principios de la prueba, estableciendo la base teórica necesaria para, 

posteriormente, analizar su aplicación en el proceso penal. 
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2.2.2.2. Concepto de prueba: 

El término 'prueba' proviene del latín probare, que significa verificar, 

examinar o demostrar. En el campo jurídico, hace referencia a los medios 

utilizados para acreditar la existencia o inexistencia de hechos dentro de 

un proceso judicial. De acuerdo con Chiovenda, citado por Devis 

Echandía (2019), la prueba es “la actividad procesal que tiene por objeto 

la formación de la convicción del juez acerca de la existencia o 

inexistencia de los hechos afirmados por las partes” (p. 34). Esta 

definición resalta dos elementos fundamentales: la acción ejercida por las 

partes y la finalidad de generar certeza en el juez. 

Asimismo, Echandía (2019) amplía esta noción al señalar que: “La 

prueba es el conjunto de motivos de credibilidad, presentados en el 

proceso por las partes o por el juez, que tienden a establecer la verdad 

sobre los hechos controvertidos” (p. 71). 

En este sentido, la prueba no se limita a elementos físicos o 

documentales, sino que comprende toda actividad que proporcione 

credibilidad y permita esclarecer los hechos. En conclusión, la prueba 

actúa como el vínculo entre los hechos y la decisión judicial, siendo 

indispensable para que esta última sea objetiva y legítima. 

2.2.2.3. Finalidad de la prueba: 

La prueba tiene como propósito fundamental la determinación de 

la verdad y la generación de convicción en el juez respecto a los hechos 

controvertidos. No obstante, su función trasciende el plano estrictamente 
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cognoscitivo, pues también cumple un papel garantista y legitimador 

dentro del proceso. 

Según Pastor (2021), “la actividad probatoria no se limita a 

reconstruir la realidad, sino que también constituye una garantía para las 

partes, asegurando que las decisiones jurisdiccionales se adopten con 

base en evidencias legítimas y no en la arbitrariedad” (p. 119). 

En consecuencia, la prueba cumple tres funciones esenciales: 

Epistemológica: permite reconstruir lo sucedido para que el juez conozca 

la verdad de los hechos.  

Garantista: protege a las partes frente a decisiones arbitrarias, 

asegurando que la resolución se sustente en pruebas válidas y obtenidas 

legalmente. 

Legitimadora: genera confianza social en el sistema de justicia, al 

demostrar que las decisiones se basan en evidencias objetivas. 

De esta manera, la prueba no solo busca esclarecer la realidad, 

sino que además se erige como un elemento indispensable para 

garantizar un proceso justo. 

2.2.3. Videos 

Los "videos de contaminación de pruebas en la fiscalía de convicción de 

audiovisuales" son grabaciones, ya sean sonoras o visuales, que se utilizan 

como evidencia durante un juicio penal. Estas grabaciones han sido manipuladas 

o alteradas, lo cual las vuelve ineficaces para demostrar culpabilidad.   Se les 

llama "contaminados" a los que se adquirieron de forma ilegal o si su información 
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fue modificada, como sucede con grabaciones obtenidas sin una orden judicial 

válida. 

2.2.3.1. ¿Qué significa el término "videos contaminados"? 

- Son grabaciones de video o sonido que han sido alteradas de alguna 

manera. 

- Se obtuvieron infringiendo la ley o los derechos de una persona. 

- Se modificó el contenido original para tergiversar los hechos y así 

perjudicar la fiabilidad de la prueba (Lex, 2024). 

2.2.3.2. ¿Por qué no son válidos? 

- La Constitución y la ley penal protegen los derechos individuales. 

- No se puede emplear en un juicio la evidencia adquirida de forma ilegal. 

- Los magistrados no pueden emplear pruebas que no se hayan obtenido 

de manera legal. 

2.2.3.3. ¿Y si la evidencia es válida? 

- Un video que se grabó y exhibió en el juicio sin alteraciones puede ser 

una prueba legítima. 

- Las grabaciones de las cámaras de seguridad pueden utilizarse como 

prueba para demostrar sucesos, pero solo si se obtienen legalmente. 

- Los videos pueden ser usados como evidencia, pero para que el 

tribunal los acepte deben cumplir con los requisitos de validez y legales 

(Lp pasion por el derecho, 2022).  
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2.2.4. Audios 

Los audios de la contaminación de pruebas de la Fiscalía de Convicción 

Audiovisual son grabaciones de voz que, si se obtienen a través de métodos 

ilícitos o se modifican, pueden invalidar o contaminar la prueba.   Para que los 

audios sean considerados válidos en un juicio penal, deben ser auténticos y la 

cadena de custodia tiene que preservarse.   Siempre que se hayan conseguido 

legalmente y con una orden judicial si fue necesaria, como en el caso de 

intervenciones telefónicas, las grabaciones pueden ser pruebas decisivas en 

circunstancias de corrupción. 

2.2.4.1. ¿Cuáles son? 

  Se trata de grabaciones de voz que pueden emplearse como 

evidencias en un proceso judicial. 

Puede que tengan su origen en múltiples fuentes, como 

grabaciones de conversaciones privadas o de llamadas por teléfono, o 

bien de aplicaciones para mensajería instantánea, como WhatsApp (Lp 

pasion por el derecho, 2022). 

2.2.4.2. ¿Cuándo se contaminan? 

- Adquisición ilegal: Si se registran de manera clandestina, violando el 

derecho a la privacidad y sin autorización judicial, pueden ser 

consideradas nulas. 

- Manipulación: La alteración o edición de los audios hace que su valor 

como evidencia se pierda. 
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2.2.4.3. ¿Cómo se validan? 

- Autenticidad:  Es necesario probar que el audio no ha sido 

alterado.  Un experto en informática puede colaborar con la 

confirmación de la autenticidad de los audios provenientes de 

plataformas como WhatsApp. 

- Lícito:  Los audios tienen que ser adquiridos de forma legal y en 

conformidad con los derechos fundamentales.  En situaciones 

como las escuchas telefónicas, es necesario contar con una orden 

judicial anterior (Maldonado, 2024). 

- Cadena de custodia:  Para asegurar que el audio no ha sido 

modificado desde su recolección hasta su presentación en juicio, 

la fiscalía tiene que mantener una cadena de custodia. 

2.2.4.4. ¿Por qué son importantes en la corrupción? 

 Los audios pueden mostrar planes, acuerdos o conversaciones 

corruptas entre funcionarios públicos y otros actores, lo que los hace una 

evidencia esencial en la investigación de estos crímenes. 

 Las grabaciones de llamadas telefónicas, siempre y cuando 

tengan la autorización judicial correspondiente, son un instrumento 

potente para desbaratar redes de corrupción (Calla, 2019). 

2.2.5. Falta de acción fiscal para recabar elementos de convicción 

audiovisuales  

2.2.5.1. Audiovisuales  

La ausencia de actividad fiscal para recopilar pruebas 

audiovisuales puede resultar en que el caso se archive o en que el fiscal 
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no logre justificar una medida cautelar, como la prisión preventiva.  El 

fiscal tiene la obligación de introducir los elementos de convicción al 

comienzo de la pesquisa y no puede hacerlo fuera del tiempo establecido, 

puesto que compromete el derecho a defenderse del imputado.  Los 

elementos audiovisuales, como los videos o las grabaciones, pueden ser 

pruebas esenciales en un juicio penal. 

El artículo 184 del Código de Procedimiento Penal se refiere a la 

forma en que se admiten las pruebas. En primer lugar, establece que 

cualquier tipo de documento que pueda utilizarse como prueba puede 

formar parte del proceso. Quienes posean el documento deben mostrarlo, 

presentarlo o permitir que otros lo vean, salvo que la ley u otras normas 

lo prohíban o se requiera una orden judicial previa. En la etapa de la 

investigación preliminar, el fiscal puede solicitar a quien lo posea que lo 

presente voluntariamente o, si se niega, el fiscal debe solicitar al juez 

autorización para incautarlo. Los documentos con declaraciones 

anónimas no se aceptan como prueba ni se utilizan a menos que 

constituyan una prueba fehaciente del delito o provengan del acusado. 

El artículo 185 del código de procedimiento penal habla de muchos 

tipos de documentos, que pueden ser manuscritos, artículos impresos, 

fotocopias, soportes como faxes, discos, películas y fotos, rayos X, así 

como dibujos y gráficos, cintas magnéticas y soportes donde haya voces, 

sucesos, imágenes y documentos que se parezcan a estos.  

En la era digital, la tecnología se ha convertido en un componente 

esencial en la administración de justicia. Uno de los medios probatorios 

que ha adquirido gran relevancia en las últimas décadas es la prueba 
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audiovisual, la cual consiste en la presentación de elementos como 

videos, grabaciones sonoras e imágenes que documentan la ocurrencia 

de determinados hechos. 

La incorporación de estas evidencias ha transformado la dinámica 

procesal, dado que ofrecen una representación objetiva y detallada de los 

acontecimientos, lo que puede facilitar la labor de jueces y fiscales en la 

búsqueda de la verdad. Sin embargo, también genera retos jurídicos y 

técnicos, especialmente relacionados con la autenticidad, integridad y 

validez de la información registrada. 

Según Villavicencio Terreros (2022), “el desarrollo tecnológico ha 

ampliado las posibilidades de acreditación de los hechos mediante medios 

electrónicos, pero al mismo tiempo ha generado la necesidad de 

establecer criterios claros para su obtención y valoración” (p. 254). 

Esto cobra especial importancia en el proceso penal peruano, 

donde la prueba audiovisual se emplea de manera frecuente en casos de 

violencia familiar, delitos patrimoniales, homicidios, corrupción, y 

especialmente en delitos informáticos. 

2.2.5.2. Concepto de prueba audiovisual 

La prueba audiovisual es un medio probatorio que consiste en la 

utilización de elementos visuales y/o sonoros que permiten registrar, 

reproducir y presentar ante la autoridad judicial hechos relevantes para el 

proceso. Estos elementos pueden ser: 

- Grabaciones de video de cámaras de seguridad (CCTV). 

- Audios captados mediante dispositivos electrónicos. 
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- Fotografías digitales. 

- Grabaciones realizadas por teléfonos móviles o cámaras 

portátiles. 

De acuerdo con Devis Echandía (2019), “la prueba audiovisual 

constituye una manifestación moderna de la prueba material, 

caracterizada por el uso de recursos tecnológicos que permiten captar 

imágenes y sonidos de los hechos” (p. 119). 

Su principal valor radica en que proporciona información visual y 

auditiva que permite al juez observar directamente la forma en que 

ocurrieron los hechos, reduciendo la subjetividad propia de otros medios 

probatorios como la declaración testimonial. 

2.2.5.3. Naturaleza jurídica 

Existe un debate doctrinal sobre si la prueba audiovisual debe 

considerarse prueba documental o prueba material. Algunos autores 

sostienen que se trata de prueba documental, dado que el soporte físico 

(CD, USB, disco duro) tiene la función de almacenar información. Otros, 

en cambio, consideran que pertenece a la categoría de prueba material, 

ya que su valor radica en el contenido visual y auditivo que reproduce. 

Prieto (2020) plantea que “la prueba audiovisual es una 

categoría híbrida, pues si bien se materializa en un soporte, su 

esencia se encuentra en la información captada, la cual requiere de 

un proceso de verificación técnica para determinar su autenticidad” (p. 

83). 
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En la legislación peruana, el enfoque predominante es el de prueba 

documental, pero en la práctica, su tratamiento procesal demanda un 

enfoque especializado debido a los riesgos de manipulación y alteración 

digital. 

2.2.5.4. Características de la prueba audiovisual: 

La prueba audiovisual posee una serie de características que la 

distinguen de otros medios probatorios: 

- Carácter tecnológico: Su existencia depende del uso de 

dispositivos electrónicos, como cámaras, teléfonos móviles, 

grabadoras o sistemas digitales de videovigilancia. 

- Representación objetiva: Permite mostrar los hechos tal como 

ocurrieron, con un grado de objetividad superior a medios como el 

testimonio, que está sujeto a percepciones subjetivas. 

- Fácil reproducción: Puede ser reproducida en diversas etapas del 

proceso, lo que facilita su análisis por parte de jueces, fiscales y 

defensores. 

- Riesgo de alteración: Está expuesta a manipulaciones, ediciones 

o falsificaciones digitales, por lo que es indispensable contar con 

mecanismos que garanticen su integridad. 

- Necesidad de cadena de custodia: Para que sea válida, se 

requiere documentar rigurosamente cada etapa de su obtención, 

almacenamiento y traslado. 
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- Valor probatorio dependiente de su autenticidad: Su fuerza 

probatoria está condicionada a que se acredite que el material no 

ha sido alterado ni modificado. 

2.2.5.5. Tipos de prueba audiovisual 

Dentro de la categoría de pruebas audiovisuales, se pueden 

identificar diferentes formas según el tipo de información que contienen: 

Grabaciones de video 

Son registros visuales que documentan hechos, ya sea de forma 

fija (fotografías) o en movimiento (videos). Ejemplos: Cámaras de 

seguridad en establecimientos comerciales, grabaciones de teléfonos 

celulares, cámaras corporales utilizadas por efectivos policiales. 

Grabaciones de audio 

Se limitan a la captura de sonidos, como conversaciones o 

declaraciones. Estas grabaciones requieren especial cuidado, ya que 

pueden involucrar la violación de derechos fundamentales, como el 

derecho a la intimidad y la inviolabilidad de las comunicaciones. 

Registros mixtos 

Son aquellos que incluyen simultáneamente imagen y sonido, 

como los videos con audio integrado, que permiten una representación 

más completa de los hechos. 
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2.2.5.6. Resultados de la falta de acción del fiscal 

Sobreseimiento del asunto:  

El tribunal tiene la facultad de sobreseer el caso si durante la 

investigación preparatoria el fiscal no recopila elementos de 

convicción suficientes. 

Incapacidad de justificar medidas preventivas:  

Sin suficientes pruebas, incluidas las de tipo audiovisual, el 

fiscal podría verse impedido de requerir medidas cautelares como la 

prisión preventiva (Campos, 2019). 

Transgresión del derecho a la defensa: 

El fiscal no está autorizado a incorporar nuevos elementos de 

convicción después de haber presentado su requerimiento, porque 

esto afecta la estrategia defensiva del imputado, que se fundamenta 

en los elementos iniciales para elaborar su caso. 

2.2.5.7. El papel del fiscal en la recolección de evidencias 

Recopilación inicial:   

Durante la fase de investigación preliminar y preparatoria, el 

fiscal es responsable de recoger los elementos probatorios, 

incluyendo los audiovisuales. 

Proceso debido:   

Al presentar pruebas, se deben seguir los procedimientos 

establecidos por la ley y respetar los principios de igualdad de armas, 

debido proceso y defensa. (Salazar, 2024). 
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2.2.6. Requerimiento fiscal formal 

Una solicitud de audiovisual es una petición del Ministerio Público a un 

juez para conseguir pruebas en video y audio para una indagación penal.  Este 

requisito debe estar adecuadamente fundamentado y respaldado con elementos 

persuasivos, como grabaciones, que posibiliten al juez tomar una decisión.  Para 

asegurar la conservación y reproducción del contenido, la ley autoriza el registro 

de las actuaciones procesales en formato audiovisual (Lp pasion por el derecho, 

2022). 

2.2.6.1. ¿Qué se entiende por un requerimiento fiscal? 

Es una petición que el fiscal interpone formalmente ante el órgano 

judicial (el juez) con el fin de llevar a cabo un acto procesal. 

Se emplea para llevar a cabo diligencias y pruebas, como el 

secuestro o la confiscación de objetos.  

2.2.6.2. ¿Qué se entiende por elementos de convicción en un 

requerimiento? 

Se trata de las evidencias y pruebas que el fiscal aporta para 

respaldar su petición al juez, petición y, si lo cree apropiado, permite que 

el fiscal acceda a las grabaciones. 

 La ley permite que los procedimientos procesales propios, 

como diligencias o interrogatorios, se registren mediante medios 

audiovisuales con el fin de asegurar la confiabilidad y la preservación 

del material (Maldonado E. , 2025). 
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2.2.7. Admisión legal de la prueba 

Para que las pruebas audiovisuales en delitos ambientales sean 

aceptadas legalmente, tienen que satisfacer criterios de integridad y legalidad, 

además de no afectar los derechos esenciales, como la privacidad.  La fiscalía 

tiene que garantizar la cadena de custodia de los materiales, efectuar un análisis 

pericial para comprobar su autenticidad (que no haya sido manipulado o 

modificado) y presentarlo ante el juez.  La fiscalía especializada en temas 

ambientales es la que tiene la autoridad para comenzar estas indagaciones 

(Saavedra, 2022). 

2.2.7.1. Condiciones para la admisión 

Legalidad:   

La adquisición del material tiene que estar permitida por la ley y no 

puede violar derechos como el de privacidad o el de domicilio. 

Integridad:  

Para asegurar que los videos y audios no han sido manipulados o 

editados, un análisis pericial es fundamental.  Para validar, debe 

presentarse el soporte original. 

Necesidad y proporcionalidad:  

La intervención o recopilación de pruebas debe ser imprescindible 

para aclarar los hechos y restringida a la duración estrictamente necesaria 

(Alberto, 2024). 
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2.2.8. Autenticidad y cadena de custodia 

La autenticidad en el contexto judicial se refiere al hecho de que un 

elemento de prueba ya sea físico, documental, digital o audiovisual, es auténtico 

y no ha sido alterado, falsificado ni manipulado desde su creación hasta que se 

presenta durante el proceso. Este principio propone que la evidencia tiene la 

posibilidad de ser confiable y de representar los acontecimientos que busca 

evidenciar, lo cual permite a los jueces y fiscales basar sus decisiones en datos 

verídicos e imparciales, así mismo no se limita a la integridad física del material; 

incluye también la certeza de que los métodos empleados para su obtención 

cumplieron con las normas legales y técnicas relevantes, así como la 

transparencia del contenido. Es crucial que se conserve para evitar la 

contaminación de la prueba, garantizar el debido proceso y asegurar que la 

resolución judicial esté respaldada por fundamentos sólidos y verificables 

(Vilchez, 2023). 

La cadena de custodia se refiere al método, los registros y las 

verificaciones que aseguran la conservación, integridad y rastreo de una prueba 

a partir del momento en que se obtiene hasta que es presentada ante el órgano 

judicial. El propósito primordial es garantizar que la prueba no se vea alterada, 

contaminada, manipulada o sustituida, asegurando que cada traslado, gestión o 

análisis esté debidamente documentado y que todos los participantes en el 

proceso asuman una responsabilidad clara, este procedimiento incluye la 

identificación del material, el registro de las personas que lo manipulan, los 

métodos de transporte y almacenamiento, así como cualquier diligencia 

relacionada con la evidencia. Cuando se manejan pruebas delicadas, como 

grabaciones de audio y video o evidencias digitales, la cadena de custodia es 
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fundamental, ya que cualquier fallo puede comprometer la validez de las pruebas 

ante el tribunal (Duran, 2023). 

2.2.8.1. Introducción del protocolo de cadena de custodia 

En la investigación penal, la cadena de custodia cumple un papel 

fundamental, ya que asegura que los elementos materiales de prueba, 

especialmente los digitales y audiovisuales, mantengan su integridad y 

autenticidad desde el instante en que son descubiertos hasta que son 

presentados en el juicio oral. 

Su función principal es preservar el valor probatorio de la evidencia, 

evitando cualquier tipo de alteración, pérdida o manipulación que pueda 

comprometer la confiabilidad de los resultados. 

De acuerdo con el Ministerio Público (2019), la cadena de custodia 

se define como “el conjunto de procedimientos destinados a asegurar la 

autenticidad e identidad de los elementos materiales de prueba y 

evidencias, desde su descubrimiento, recolección, traslado, 

almacenamiento y análisis, hasta su presentación en el proceso penal” (p. 

3). 

Este sistema se convierte en una herramienta clave para garantizar 

la seguridad jurídica y el debido proceso, ya que si no se respeta 

correctamente, las pruebas recolectadas podrían ser declaradas 

inadmisibles, debilitando la acusación y, en algunos casos, permitiendo 

que el responsable de un delito quede impune. 

Por ello, la existencia de un protocolo detallado es imprescindible 

para la gestión adecuada de las evidencias en una investigación penal. 
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2.2.8.2. Concepto de cadena de custodia 

La cadena de custodia puede entenderse como el mecanismo que 

documenta y asegura la trazabilidad de la evidencia durante todas las 

etapas de la investigación. 

Su objetivo es demostrar que la prueba presentada ante el juez es 

la misma que fue recolectada inicialmente, garantizando que no ha sido 

manipulada, sustituida o contaminada. 

Cafferata Nores (2021) sostiene que “el fin de la cadena de 

custodia es impedir cualquier manipulación indebida, sustitución o pérdida 

de la prueba, a través de un control riguroso y continuo en todas las etapas 

por las que atraviesa el elemento probatorio” (p. 201). 

Esto implica que cada funcionario que tenga contacto con la 

evidencia debe estar debidamente identificado y registrar la hora, el lugar, 

la forma de entrega y recepción, así como el motivo de cada traslado. 

De esta manera, se crea un historial transparente que permite demostrar 

la legitimidad de la prueba ante el tribunal. 

2.2.8.3. Relevancia en las pruebas audiovisuales 

En la actualidad, donde la tecnología es parte integral de la 

investigación criminal, las pruebas audiovisuales (videos, audios, 

fotografías digitales) se han convertido en medios fundamentales para 

esclarecer hechos. No obstante, debido a su carácter digital, son 

altamente vulnerables a modificaciones o ediciones, lo que pone en riesgo 

su validez. 

La correcta aplicación de la cadena de custodia asegura que: 
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- El contenido audiovisual se conserve intacto. 

- Cada intervención sobre el material quede documentada con 

precisión. 

- Sea posible acreditar que el archivo no ha sido alterado desde el 

momento de su recolección. 

- El juez pueda confiar plenamente en su autenticidad. 

Un video de una cámara de seguridad, por ejemplo, solo será 

admitido como prueba si se demuestra: 

- Quién recolectó el material y en qué circunstancias. 

- Cómo fue resguardado. 

- Qué funcionarios tuvieron acceso a él. 

- Que su contenido no sufrió modificaciones. 

Si estos aspectos no se acreditan, la prueba audiovisual podría ser 

declarada inadmisible, debilitando el caso y afectando el proceso penal. 

2.2.8.4. Etapas de la cadena de custodia 

El proceso de cadena de custodia se desarrolla a través de varias 

fases sucesivas, según lo dispuesto por el Reglamento del Ministerio 

Público. Cada etapa busca mantener un control riguroso de la evidencia 

desde su hallazgo hasta su presentación ante el tribunal. 

a) Descubrimiento e identificación 

Consiste en el hallazgo de un elemento que puede tener valor 

probatorio. En esta fase, se debe describir detalladamente: 

- El lugar donde se encontró. 

- La hora exacta del hallazgo. 



46 

 
 

- La persona que lo identificó. 

- Las condiciones en que se encontraba el objeto. 

b) Recolección 

Implica la obtención física de la evidencia, utilizando procedimientos 

que eviten su deterioro o alteración. En el caso de pruebas audiovisuales, 

incluye: 

- Copiar el archivo en un soporte oficial certificado. 

- Preservar el dispositivo original (cámara, celular, DVR, etc.). 

- Documentar el proceso detalladamente. 

c) Embalaje y etiquetado 

Una vez recolectada la evidencia, debe embalarse correctamente 

para protegerla de daños. El embalaje debe estar identificado con 

etiquetas que incluyan: 

- Número de expediente. 

- Fecha y hora de embalaje. 

- Descripción breve del contenido. 

- Nombre y firma del responsable. 

En el caso de evidencias digitales, se recomienda el uso de sellos de 

seguridad inviolables y medios de almacenamiento protegidos. 

d) Transporte 

El traslado de la evidencia debe realizarse en condiciones que 

garanticen su integridad física y digital. Durante esta fase, se debe: 

- Evitar que la prueba quede expuesta a factores externos que 

puedan dañarla. 
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- Registrar quién realiza el transporte y bajo qué circunstancias. 

- Custodiar el material en todo momento para evitar accesos no 

autorizados. 

e) Almacenamiento y custodia 

- La evidencia debe ser guardada en un lugar seguro que cuente 

con: 

- Acceso restringido únicamente a personal autorizado. 

- Registro detallado de entradas y salidas. 

- Condiciones adecuadas de conservación, como temperatura y 

humedad controladas. 

f) Análisis y peritaje 

En esta etapa, el perito realiza estudios técnicos sobre la 

evidencia. En el caso de pruebas audiovisuales, el análisis puede 

incluir: 

- Verificación de la autenticidad de archivos digitales. 

- Conservación de metadatos. 

- Detección de posibles alteraciones o ediciones. 

- Todo el proceso debe quedar documentado en un informe pericial. 

g) Presentación ante el tribunal 

Finalmente, la evidencia se presenta durante el juicio junto con 

la documentación que respalda su custodia. Esto permite al juez 

verificar que se ha mantenido la integridad del material y que su 

contenido es confiable. 
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2.3.   Marco conceptual.   

2.3.1. Acción 

La acción puede definirse como el derecho y la facultad que tiene una 

persona o entidad para acudir ante los órganos jurisdiccionales con el propósito 

de reclamar la protección de un derecho, la imposición de una obligación o la 

sanción de un incumplimiento. No se trata únicamente de presentar una 

demanda, sino de ejercer de manera formal y legítima el poder que la ley otorga 

para que el juez intervenga y resuelva un conflicto o supervise la aplicación de 

la normativa (Pavón, 2023). 

2.3.2. Audiovisual 

Se refiere a todo tipo de material probatorio que combina imágenes y 

sonido, y que puede ser utilizado para documentar, reconstruir o corroborar 

hechos dentro de un proceso legal. Este tipo de evidencia incluye grabaciones 

de video, cámaras de seguridad, registros de audios de llamadas, conferencias 

grabadas, y cualquier soporte digital que capture simultáneamente información 

visual y sonora (Gutierrez, 2020). 

2.3.3. Convicción 

Se entiende como la certeza o seguridad interior que adquiere un juez, 

fiscal u operador de justicia sobre la veracidad de los hechos y la autenticidad de 

las pruebas presentadas en un proceso. No se trata únicamente de una opinión 

subjetiva, sino de un juicio fundamentado en la valoración integral de los 

elementos de convicción obtenidos durante la investigación y el desarrollo del 

proceso judicial (Lemus, 2020). 
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2.3.4. Corporativa 

Hace referencia a la organización estructurada y jerarquizada de las 

instituciones del sistema de justicia que actúan de manera conjunta para cumplir 

funciones específicas. Una entidad corporativa judicial, como una fiscalía 

corporativa, se caracteriza por estar conformada por equipos de trabajo 

especializados que operan bajo normas, procedimientos y responsabilidades 

compartidas, buscando la eficiencia y coherencia en la investigación y 

procesamiento de casos (Ayala C. , 2021). 

2.3.5. Elementos 

Se refiere a los datos, pruebas, indicios o evidencias que sirven como 

base para analizar, sustentar y fundamentar un proceso legal. Estos elementos 

permiten a los operadores de justicia, como fiscales y jueces, reconstruir los 

hechos investigados, establecer responsabilidades y tomar decisiones 

fundamentadas dentro del marco legal (Alzamora, 2021). 

2.3.6. Fiscal 

Este funcionario de la Fiscalía debe gestionar las investigaciones penales, 

asegurándose de que se cumpla la ley y de que se protejan los derechos de 

todas las partes involucradas en el proceso. Básicamente, sus funciones 

consisten en recopilar, custodiar y presentar las pruebas necesarias para 

esclarecer los hechos de los delitos y respaldar las acusaciones ante los 

tribunales (Chavez A. , 2022). 

2.3.7. Fiscalía 

Es la institución encargada de ejercer la función investigadora y 

acusadora del Estado en materia penal. Su misión principal consiste en dirigir y 
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supervisar las investigaciones de los delitos, velando por la legalidad de los 

procedimientos y garantizando que se respeten los derechos fundamentales de 

todas las partes involucradas (Castro et.al, 2020). 

2.3.8. Judicial 

Se refiere a todo aquello relacionado con la función, los procedimientos y 

las decisiones de los órganos jurisdiccionales encargados de aplicar la ley. Lo 

judicial implica la intervención de jueces, tribunales y autoridades competentes 

en la resolución de conflictos, la protección de derechos y la administración de 

justicia, mediante actos y procesos formalmente regulados (Vásquez, 2021). 

2.3.9. Penal 

Se refiere a todo lo relacionado con el derecho que regula la prevención, 

persecución y sanción de los delitos, así como la responsabilidad de quienes los 

cometen. Lo penal abarca las normas, procedimientos y principios que 

determinan qué conductas constituyen infracciones a la ley y establecen las 

consecuencias jurídicas correspondientes, incluyendo penas, medidas de 

seguridad y sanciones accesorias (Espinosa, 2021). 

2.3.10. Prueba 

Se entiende como todo medio, documento, testimonio o elemento que 

permite demostrar la veracidad de los hechos controvertidos dentro de un 

proceso legal. Su finalidad es proporcionar a los jueces, fiscales y demás 

operadores de justicia la base objetiva necesaria para tomar decisiones 

fundamentadas, garantizando que las resoluciones se ajusten a la verdad 

material y a la normativa vigente (León et.al, 2019). 
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CAPÍTULO III 

3. METODOLOGÍA 

3.1.   Métodos de investigación  

El enfoque fue cualitativo. 

Fernández y Baptista (2014), indicaron que son estudios llevados a cabo 

con la finalidad de recopilar la data necesaria para luego interpretarlas, bale 

indicar que estos son interpretados teóricamente, son la intervención de datos 

numéricos o porcentuales, así contribuir con más dogmas. 

Fue de diseño no experimental  

Este diseño es aplicado a estudios donde no intervendrá la mano del 

hombre en el empleo de laboratorios, los resultados son tratados en su estado 

natural Carrasco (2018). 

Se empleó el tipo teoría fundamentada 

Son estudios cuya finalidad es el de dar a conocer teorías nuevas que se 

encuentren relacionados directamente con datos empíricos, para no emplear las 

teorías ya existentes (Narvaez, 2024) .  

El estudio fue de nivel descriptivo – analítico  

La investigación analítica es un tipo de estudio que se centra en 

descomponer un fenómeno, problema o situación en sus partes esenciales para 
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comprender cómo se relacionan entre sí y cómo contribuyen al funcionamiento 

del todo. Este enfoque no se limita a describir hechos, sino que profundiza en 

sus causas, consecuencias y conexiones internas, permitiendo identificar 

patrones, explicar comportamientos y generar interpretaciones fundamentadas  

(Manterola, 2023). 

3.2.   Modalidad de estudio de casos  

3.2.1. Escenario de estudio 

En los estudios, la población es sinónimo de datos numéricos, ya que 

abarca toda la información necesaria para la revisión del estudio. Puede 

representarse de diversas formas, como individuos, documentos impresos, 

resoluciones u otros elementos.  

Es así que para el presente estudio se realizó en el distrito de Juliaca, con 

una población constituida de 5 carpetas fiscales donde se presentó los medios 

de prueba audiovisuales en la Segunda Fiscalía Penal Corporativa de San 

Román-Juliaca de audio y video. 

Se hizo uso de muestras intencionales para lo cual la muestra fue 5 

medios de prueba, tomando como criterio adoptar la totalidad. 

3.3.   Métodos y técnicas de recogida de información  

3.3.1. Técnicas  

El análisis documental  

Baena (2017), indica que se utilizan estudios cualitativos. Su función es 

extraer la información importante de los documentos, a modo de resumen, para 

que los investigadores puedan obtener respuestas a las preguntas planteadas. 
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3.3.2. Instrumentos  

El instrumento para esto se denominó guía de análisis documental. El 

autor de la tesis elaboró esta guía por sí mismo y definió los criterios que la 

componen para extraer la información importante que se utiliza para el análisis, 

de modo que el enfoque sea directo y claro con respecto a los objetivos del 

proyecto. 

3.3.3. Fuentes  

Para la recopilación de información, se recurrieron primero a las fuentes 

primarias, ya que los datos que conformaban el marco teórico provenían de 

numerosas revistas indexadas, libros y sitios web, lo que facilitó su localización. 

Sin embargo, para la recopilación de información en los resultados, se utilizaron 

fuentes secundarias, dado que era necesario contar con documentos que se 

analizaran para obtener datos válidos  (Bernal, 2010). 
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CAPÍTULO IV 

4. RESULTADOS 

4.1.   Análisis de datos 

4.1.1. Resultados obtenidos de la guía de análisis documental 

En el apartado presente se pasa a desarrollar el análisis documental de 

las carpetas fiscales donde se hizo uso de la prueba audiovisual de tal manera 

identificar si esta fue contaminada o siguió su curso conforme a ley, ello en base 

y en concordancia a los objetivos de estudio, los cuales permiten un desarrollo 

ordenado y estructurado. 

En el marco del proceso penal, la incorporación de pruebas resulta 

fundamental para la investigación y el esclarecimiento de los hechos 

denunciados. Entre las diversas formas de prueba, las pruebas audiovisuales 

han adquirido una relevancia significativa debido a la tecnología actual, que 

facilita la obtención de grabaciones en video y audio que reflejan directamente la 

comisión de un delito o las circunstancias relacionadas con este. 

En el caso específico de las fiscalías provinciales Penales de San Román 

- Juliaca, el ingreso de este tipo de pruebas debe seguir un procedimiento 

regulado que garantice su autenticidad, integridad y legalidad, evitando que 



55 

 
 

pierdan valor probatorio durante el proceso. Este procedimiento está sustentado 

en el Código Procesal Penal, el Reglamento de Cadena de Custodia, y el 

Reglamento de la Carpeta Fiscal, que establecen lineamientos claros sobre 

cómo deben ser recibidas, registradas y conservadas. 

El manejo adecuado de estas evidencias es indispensable para asegurar 

el respeto de los derechos fundamentales y la eficacia de la persecución penal. 

En ese sentido se tiene: 

Tabla 1 

Análisis documental  

Nª de 

carpeta 

fiscal  

Contaminación de 

la prueba en videos 

por la falta de 

acción fiscal para 

recabar elementos 

de convicción  

Contaminación 

de la prueba en 

audios por la falta 

de acción fiscal 

para recabar 

elementos de 

convicción  

Análisis  

3202-2023 

 

El agraviado 

presentó como 

prueba de convicción 

un DVD que contiene 

dos archivos de video 

en los que se aprecia 

a los presuntos 

agresores 

causándole lesiones. 

Además, se precisa 

fecha y hora de dicho 

acto. 

No se presento  En este caso se 

evidencia que el 

agraviado como 

persona 

interesada en que 

se haga justicia 

busca y consigue 

el medio de 

prueba 

audiovisual, sin 

embargo, esto no 

se da por 



56 

 
 

actuación o a 

pedido del fiscal 

conllevando a 

señalar que 

evidentemente no 

se actuó 

conforme a ley, 

por ser el 

agraviado quien 

hizo presente 

dicho medio de 

prueba.  

3781-2024 El agraviado entrego 

como medios de 

prueba un USB el 

cual contiene 

grabaciones de 

audio, video y otros 

fundamentales para 

contribuir en el 

esclarecimiento de 

los hechos 

investigados, 

teniendo que 

ingresar en cadena 

de custodia. 

Se tiene una 

videollamada donde 

se realizaron las 

coordinaciones para 

devolver las 

herramientas, 

además se reconoce 

En dicho USB se 

encuentran audios 

donde el 

denunciado 

reconocer que en 

su poder se 

encuentra la 

maquina de soldar 

y roto martillo, 

comprometiéndose 

a devolverlo. 

Después del 

análisis llevado a 

cabo se pudo 

evidenciar que el 

agraviado es 

quien procede a 

presentar el 

medio de prueba 

audivisual 

materializado en 

USB donde se 

tienen videos y 

audios, lo cual 

conlleva a 

confirmar que 

efectivamente el 

fiscal no solicito 

dichos medios de 

prueba, y la falta 

de videos que se 

borro por la falta 
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que tiene en su poder 

y que se lo regresara. 

de espacio puede 

conllevar a la 

contaminación de 

la prueba, 

vulnerando de 

ese modo el 

debido proceso. 

1259-2024 La agraviada como 

medio de prueba 

presenta un USB que 

contiene una 

grabación el cual 

evidencia que se 

llevo a cabo una 

tentativa de robo 

agravado. 

Además, dicho video 

fue presentado 

desde las 20:00 a 

21:00 horas de la 

fecha en que se 

suscitaron los 

hechos.  

No se presento  Después de 

analizar la 

carpeta se puede 

indicar que la 

agraviada es la 

persona que 

actúa 

presentando 

como medio 

probatorio un 

video que registra 

los actos llevados 

a cabo, sin 

embargo, dicho 

video no fue a 

solicitud del fiscal 

sino por actuación 

propia, y solo en 

cierto horario, 

conllevando a 

señalar que se 

vulnero el debido 

proceso, ya que 

puede haberse 

suscitado 

contaminación de 
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la prueba.  

0097-2024 La agraviada 

presenta como medio 

de prueba en DVD 

donde se tiene un 

video que muestra el 

registro donde el 

procesado realiza 

tocamientos 

indebidos durante la 

madrugada, lo cual 

conlleva a ser prueba 

fundamental para el 

proceso. 

No se presenta Después del 

análisis llevado a 

cabo es evidente 

que la agraviada 

es quien recurrió 

a recabar el 

medio de prueba 

audiovisual, 

donde se puede 

identificar el acto 

de tocamientos 

indebidos, sin 

embargo, el fiscal 

no opto por tomar 

acción en el caso. 

1616-2024 Se presento un USB 

que contiene los 

hechos llevados a 

cabo acerca de la 

usurpación 

agravada, donde se 

pone en evidencia la 

apropiación del bien 

inmueble.  

No se presenta Tal es el caso, se 

evidencia que la 

actuación no fue a 

cargo del fiscal, 

ya que el medio 

de prueba fue a 

cargo de la 

agraviada, a fin 

de esclarecer los 

hechos, 

entonces, no se 

siguió el proceso 

conforme a ley, se 

hizo notable la 

falta de actuación 

fiscal.  

Nota: Análisis llevado a cabo de la revisión documental  
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4.1.2. Análisis. 

Con respecto al objetivo general. Conocer si la contaminación de la 

prueba judicial se está generando por la falta de acción fiscal para recabar 

elementos de convicción audiovisuales en la Segunda Fiscalía Penal Corporativa 

de San Román-Juliaca, 2024, se tuvo como resultado que efectivamente la 

contaminación de la prueba judicial es dada a consecuencia de la falta de acción 

fiscal para recabar elementos de convicción audiovisuales.  

Por ende, el resultado que demuestra que la contaminación de la prueba 

judicial se origina en la falta de acción fiscal para recabar oportunamente 

elementos de convicción audiovisuales se justifica en tanto la inactividad o 

demora del Ministerio Público debilita la cadena de custodia, reduce la 

autenticidad de las evidencias y permite su manipulación, alteración o pérdida. 

La obtención tardía o incompleta de videos, audios o registros digitales impide 

asegurar su integridad y continuidad probatoria, generando vulnerabilidad en el 

proceso penal. Por ello, la omisión fiscal en la recopilación inmediata de estos 

elementos constituye un factor determinante que propicia la contaminación de la 

prueba y afecta la fiabilidad del material probatorio presentado ante la autoridad 

judicial. 

En concordancia al primer objetivo específico. Analizar si la contaminación 

de la prueba en videos se está generando por la falta de acción fiscal para 

recabar elementos de convicción en la Segunda Fiscalía Penal Corporativa de 

San Román-Juliaca, 2024, se tuvo como resultado que la contaminación de la 

prueba en videos está generándose por la falta de acción fiscal para recabar 

elementos de convicción, ya que en todas las carpetas fiscales revisadas se ha 
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evidenciado que dicha actuación es por parte de los agraviados, mas no por el 

fiscal a cargo, lo cual conlleva a vulnerar el proceso. 

El resultado obtenido, que evidencia que la contaminación de la prueba 

en formato de video se está generando por la falta de acción oportuna del 

Ministerio Público para recabar elementos de convicción audiovisuales, se 

justifica en función del rol constitucional y legal que posee la Fiscalía como titular 

de la investigación penal. Conforme a la normativa procesal, el fiscal tiene la 

obligación de asegurar, recolectar, preservar y custodiar de manera inmediata 

todas las evidencias relevantes para el esclarecimiento del hecho delictivo. Sin 

embargo, cuando esta actuación no se realiza de forma diligente, técnica y 

dentro de los plazos razonables, los videos por su naturaleza altamente 

vulnerable a alteraciones, pérdidas, manipulaciones o sobreescrituras quedan 

expuestos a riesgos que comprometen su integridad. 

La inacción fiscal provoca que los videos no sean obtenidos directamente 

desde la fuente original, permitiendo que terceros los manipulen, editen o filtren. 

Asimismo, la demora en requerir la extracción de archivos de cámaras de 

vigilancia, celulares u otros dispositivos electrónicos conlleva a que los sistemas 

de grabación borren automáticamente el contenido por saturación de memoria, 

generando vacíos probatorios o versiones incompletas del hecho. Esta falta de 

diligencia incrementa la probabilidad de que la evidencia audiovisual pierda 

autenticidad, continuidad temporal y trazabilidad, lo cual constituye elementos 

esenciales de la cadena de custodia. 

En consecuencia, la contaminación de la prueba no responde únicamente 

a factores externos, sino a un problema estructural en el accionar fiscal, 
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caracterizado por limitaciones en la coordinación con la Policía, ausencia de 

protocolos uniformes de actuación inmediata, falta de capacitación técnica en 

manejo de evidencia digital y carencias en equipamiento para la extracción 

forense de videos. Estos elementos permiten afirmar que la vulneración 

probatoria deriva directamente de la ineficiencia institucional, y no de 

características inherentes al material audiovisual en sí mismo. 

Por ello, el resultado obtenido es sólido y coherente con el marco teórico 

de la teoría probatoria y del proceso penal, pues demuestra que la falta de acción 

fiscal constituye un factor determinante en la contaminación de la prueba en 

video, afectando su valor probatorio, debilitando la credibilidad de la 

investigación y comprometiendo la búsqueda de la verdad material. 

Concerniente al objetivo específico segundo. Analizar si la contaminación 

de la prueba en audios se está generando por la falta de acción fiscal para 

recabar elementos de convicción en la Segunda Fiscalía Penal Corporativa de 

San Román-Juliaca, 2024, se tuvo como resultado que efectivamente la 

contaminación de la prueba en audios es dada por la falta de acción fiscal para 

recabar elementos de convicción, porque aunque son pocos los medios de 

prueba presentados en audio, esto debe de ser por solicitud del fiscal, quien debe 

de ejercer dicha acción, pero se pudo evidenciar que ello se da a pedido de las 

partes interesadas como medios de prueba.  

La falta de acción fiscal se manifiesta en múltiples niveles: desde la 

demora en solicitar los audios originales, la ausencia de requerimientos formales 

para el aseguramiento de dispositivos, hasta la falta de intervención de peritos 

especializados en extracción forense digital. En consecuencia, los audios 
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terminan siendo obtenidos de copias no oficiales, reenviados por aplicaciones de 

mensajería, grabados desde equipos no certificados o almacenados sin 

condiciones técnicas adecuadas. Todo ello genera una ruptura en la cadena de 

custodia, pues no existe garantía de que el contenido auditivo no haya sido 

modificado, recortado, editado o alterado de alguna manera antes de su 

incorporación a la investigación. 

A ello se suma que, en muchos casos, la ausencia de protocolos 

uniformes de actuación inmediata, la sobrecarga laboral de los despachos 

fiscales y la limitada capacitación en evidencia digital hacen que el Ministerio 

Público no actúe con la urgencia que este tipo de material requiere. Los audios, 

al ser archivos digitales, pueden ser fácilmente manipulados, sobrescritos o 

eliminados, y dependen de factores tecnológicos como almacenamiento, 

metadatos, aplicaciones de origen y software de extracción. Cuando el fiscal no 

interviene tempranamente, dichas condiciones técnicas se pierden, lo cual 

incrementa la probabilidad de que el audio sufra algún tipo de contaminación. 

4.2.   Diseminación de los hallazgos 

Se tuvo como resultado que efectivamente la contaminación de la prueba 

judicial es dada a consecuencia de la falta de acción fiscal para recabar 

elementos de convicción audiovisuales. Por tal motivo se concuerda con Dahik 

(2024), quien indica la ausencia de criterios fiscales objetivos para recopilar y 

realizar diligencias tanto de cargo como de descargo resultó en que no se 

pudiera determinar ninguna obligación con la que se hubiera podido demostrar 

culpabilidad debido a la existencia de dudas razonables sobre la implicación de 

los imputados, razón por la cual fueron absueltos mediante una sentencia. 
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También se concuerda con Ilbay (2024), por mencionar que la ineficacia de este 

principio conlleva una serie de consecuencias en el sistema judicial, ya que 

evidenciaría una inseguridad jurídica y también una violación del Debido Proceso 

que afecta a varios derechos inherentes al ser humano. De la misma manera se 

concuerda con Chimborazo (2019), al indicar que las tareas de investigación, 

brindándole al procesado la posibilidad de reivindicarse ante la sociedad, 

reduciendo la sobrecarga de investigaciones en sus oficinas y asistiendo al 

Estado a ahorrar gastos de manutención y procesales de los privados de libertad 

por penas leves; sin olvidar el planteamiento teórico legalista que considera al 

principio de oportunidad como una antítesis del principio antes mencionado. De 

la misma forma se concuerda con Bellodas (2023), cuando indica que hay 

elementos económicos y jurídicos que afectan de manera negativa la 

implementación del principio de oportunidad en el Ministerio Público. Sin 

embargo se discute con Barrera y Maco (2025), cuando indica que el papel de 

estas Fiscalías es eficaz, dado que se ha logrado un aumento en los resultados 

de su objetivo regulador durante 2020 y 2021. 

Se tuvo como resultado que la contaminación de la prueba en videos está 

generándose por la falta de acción fiscal para recabar elementos de convicción. 

En ese sentido se concuerda con Donoso (2025), quien señala que la posición y 

el papel que asume el abogado en la audiencia son fundamentales para escoger 

la técnica apropiada de litigación oral y argumentación, con el propósito de llevar 

a cabo una defensa técnica adecuada en favor del derecho a la defensa de su 

patrocinado. De la misma manera se concuerda con Guerrero y Villanueva 

(2024), por mencionar que la  audiencia para el control de imposición en el 

periodo de investigación preparatoria oficializada, por medio de una ley, 
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entonces se asegurará el derecho a defensa del investigado y se corregirán 

eventuales irregularidades en la imputación. También se concuerda con Chávez 

y Pinedo (2021), cuando indica que es necesario implementar un conjunto de 

reformas legislativas para incluir la compensación ambiental como forma de 

reparación de daños y que se pueda aplicar en el fallo condenatorio por delitos 

ambientales.  

Se tuvo como resultado que efectivamente la contaminación de la prueba 

en audios es dada por la falta de acción fiscal para recabar elementos de 

convicción. Por ello se concuerda con Villacis y Morales (2024), cuando indica 

que cuando la defensa no tiene acceso a tiempo a las pruebas de convicción 

recolectadas por la fiscalía, el derecho a la defensa se ve perjudicado, lo cual 

pone en riesgo un proceso justo. Con el objetivo de robustecer la contradicción 

durante esta fase crucial, se sugieren cambios en los procesos. De la misma 

forma se concuerda con Livia (2024), cuando indica que la exigencia de los 

términos de la investigación inicial y la protección del derecho a defensa del 

sujeto en el tribunal penal son fundamentales. 
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CONCLUSIONES 

PRIMERA. Se llegó a la conclusión de que la contaminación de la prueba judicial 

si se está generando por la falta de acción fiscal para recabar 

elementos de convicción audiovisuales en la Segunda Fiscalía Penal 

Corporativa de San Román-Juliaca, 2024, ya que la contaminación 

de la prueba judicial se produce como consecuencia directa de la 

falta de acción oportuna por parte del Ministerio Público para 

asegurar evidencias audiovisuales. Justificar esta afirmación es 

pertinente porque, en la actualidad, gran parte de los hechos 

delictivos quedan registrados en cámaras de seguridad, teléfonos 

móviles o sistemas de videovigilancia, convirtiendo a estos 

materiales en piezas clave para reconstruir los acontecimientos. 

Cuando el fiscal no actúa con celeridad para recabar dichos 

elementos, estos pueden ser alterados, eliminados o perderse 

definitivamente, afectando la fiabilidad del material probatorio. 

SEGUNDA. Se llegó a concluir que, la contaminación de la prueba en videos si 

se está generando por la falta de acción fiscal para recabar 

elementos de convicción en la Segunda Fiscalía Penal Corporativa 

de San Román-Juliaca, 2024, tal y como se pudo apreciar, que la 

contaminación de la prueba en formato de video se origina debido a 

la falta de acción oportuna por parte de la Fiscalía al momento de 

asegurar los elementos de convicción. Esta afirmación resulta 

justificable porque, en el contexto actual, los registros audiovisuales 

son fundamentales para reconstruir hechos delictivos con precisión. 



66 

 
 

Sin embargo, estos materiales son altamente vulnerables: pueden 

ser editados, eliminados o deteriorarse si no se recaban a tiempo. 

Por ello, cualquier demora o inactividad fiscal incrementa la 

posibilidad de que la evidencia pierda su autenticidad o fiabilidad. 

TERCERA. Se concluye que, la contaminación de la prueba en audios si se está 

generando por la falta de acción fiscal para recabar elementos de 

convicción en la Segunda Fiscalía Penal Corporativa de San Román-

Juliaca, 2024, ya que la contaminación de la prueba en formato de 

audio se está produciendo debido a la falta de acción oportuna por 

parte del Ministerio Público para obtener estos elementos de 

convicción. Esta idea es justificable porque los archivos de audio 

como grabaciones telefónicas, mensajes de voz o registros captados 

por dispositivos digitales son particularmente sensibles a la 

manipulación, eliminación o alteración si no son asegurados de 

inmediato. La demora en su recaudación facilita que terceros 

modifiquen su contenido o que se pierda información clave, lo que 

afecta directamente su autenticidad y su valor probatorio. 
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RECOMENDACIONES 

PRIMERA. Se sugiere que la Fiscalía establezca procedimientos claros y 

obligatorios que aseguren la obtención rápida de videos y audios 

vinculados a los hechos investigados. Esto incluiría tiempos máximos 

de actuación, responsables designados y pasos definidos para evitar 

la pérdida o alteración del material. 

SEGUNDA. Se recomienda que la Fiscalía adopte directrices claras que 

obliguen a los responsables de la investigación a recuperar los videos 

vinculados al hecho delictivo en el menor tiempo posible. Un protocolo 

bien definido reduce la probabilidad de pérdida, edición o destrucción 

del material. 

TERCERA. Se recomienda que la Fiscalía implemente lineamientos que 

obliguen a recabar los audios relacionados con la investigación de 

forma rápida y estandarizada. Esto evitará que los archivos sean 

borrados, alterados o sustituidos antes de su incorporación formal al 

proceso penal. 
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ANEXOS 



 

 
 

ANEXO 1. Matriz de consistencia. 

Título de la investigación: CONTAMINACION DE LA PRUEBA JUDICIAL POR LA FALTA DE ACCIÓN FISCAL PARA RECABAR ELEMENTOS DE CONVICCIÓN 
AUDIOVISUALES EN LA SEGUNDA FISCALÍA PENAL CORPORATIVA DE SAN ROMÁN-JULIACA, 2024 

Investigador (a):  

Problema Objetivos Hipótesis Variables Dimensiones Metodología 

Problema general Objetivo general Hipótesis general 

Contaminaci

ón de la 

prueba 

judicial 

Videos 

Enfoque: 

Cualitativo 

 

Tipo de 

investigación: 

Teoría 

fundamentada 

 

Nivel de 

investigación: 

Analítico  

 

Diseño de 

investigación: 

No experimental 

 

Método de 

investigación: 

Inductivo 

 

Población:  

P.G. 

¿La contaminación de la 

prueba judicial se está 

generando por la falta de 

acción fiscal para recabar 

elementos de convicción 

audiovisuales en la Segunda 

Fiscalía Penal Corporativa de 

San Román-Juliaca, 2024?  

O.G. 

Conocer si la contaminación 

de la prueba judicial se está 

generando por la falta de 

acción fiscal para recabar 

elementos de convicción 

audiovisuales en la Segunda 

Fiscalía Penal Corporativa 

de San Román-Juliaca, 

2024. 

H.G. 

La contaminación de la 

prueba judicial si se está 

generando por la falta de 

acción fiscal para recabar 

elementos de convicción 

audiovisuales en la Segunda 

Fiscalía Penal Corporativa de 

San Román-Juliaca, 2024. 

Audios  

Problemas Específicos Objetivos específicos Hipótesis específicas 

P.E.1. 

¿La contaminación de la 

prueba en videos se está 

generando por la falta de 

acción fiscal para recabar 

elementos de convicción en la 

O.E.1. 

Analizar si la contaminación 

de la prueba en videos se 

está generando por la falta 

de acción fiscal para recabar 

elementos de convicción en 

H.E.1. 

La contaminación de la 

prueba en videos si se está 

generando por la falta de 

acción fiscal para recabar 

elementos de convicción en 

Falta de 

acción fiscal 

para recabar 

elementos 

de 

convicción 

Requerimiento 

fiscal formal 



 

 
 

Segunda Fiscalía Penal 

Corporativa de San Román-

Juliaca, 2024? 

la Segunda Fiscalía Penal 

Corporativa de San Román-

Juliaca, 2024. 

la Segunda Fiscalía Penal 

Corporativa de San Román-

Juliaca, 2024. 

audiovisuale

s 

La población estará 

constituida por 

medios de prueba 

presentados en la 

Segunda Fiscalía 

Penal Corporativa 

de San Román-

Juliaca, 

 

Muestra: 

La muestra será 05 

medios de prueba   

 

Muestreo: 

No probabilístico 

 

Técnica: 

Análisis 

documental  

 

Instrumento: 

Guía de análisis 

documental 

P.E.2. 

¿La contaminación de la 

prueba en audios se está 

generando por la falta de 

acción fiscal para recabar 

elementos de convicción en la 

Segunda Fiscalía Penal 

Corporativa de San Román-

Juliaca, 2024? 

O.E.2. 

Analizar si la contaminación 

de la prueba en audios se 

está generando por la falta 

de acción fiscal para recabar 

elementos de convicción en 

la Segunda Fiscalía Penal 

Corporativa de San Román-

Juliaca, 2024. 

H.E.2. 

La contaminación de la 

prueba en audios si se está 

generando por la falta de 

acción fiscal para recabar 

elementos de convicción en 

la Segunda Fiscalía Penal 

Corporativa de San Román-

Juliaca, 2024. 

Admisión legal 

de la prueba 

Autenticidad y 

cadena de 

custodia 

 

 



 

 
 

ANEXO 2. Instrumentos 

Guía de análisis documental 

 

Nª de 

carpeta 

fiscal  

Contaminación de la 

prueba en videos por 

la falta de acción 

fiscal para recabar 

elementos de 

convicción  

Contaminación 

de la prueba en 

audios por la falta 

de acción fiscal 

para recabar 

elementos de 

convicción  

Análisis  

 

  



 

 
 

ANEXO 3. Operacionalización de variables 

 

  

Variables Dimensiones   

Contaminación de la prueba 

judicial 

- Videos 

- Audios 

 

Falta de acción fiscal para 

recabar elementos de 

convicción audiovisuales 

- Requerimiento fiscal formal 

- Admisión legal de la prueba 

- Autenticidad y cadena de custodia 



 

 
 

ANEXO 4. Validación de instrumentos 

  



 

 
 

  



 

 
 

  



 

 
 

  



 

 
 

 


